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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 
18 de mayo de 2006, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación pre-
sentada por D. xxxx y Dña. zzzz, y 
a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 25 de abril de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxx y Dña  zzzz debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado 
de la calzada. 

.

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 28 de abril de 

2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 459/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 

Primero.- Con fecha 8 de noviembre de 2004 (registrado en la oficina 
de correos el 5 de noviembre anterior), tiene entrada en el registro del 
Ayuntamiento de xxxx un escrito de reclamación de responsabilidad 

 1



 

patrimonial, de D. xxxx y Dña. zzzz, debido a los daños originados en el 
vehículo propiedad de ésta última, como consecuencia de los siguientes hechos 
relatados en el escrito: 
 

 “El día 30 de mayo de 2004, Don xxxx conducía con prudencia el 
vehículo (…) por la C/ xxxx cuando, al llegar a su intersección con la C/ xxxx, 
como consecuencia del mal estado de la calzada y de la nula señalización del 
badén existente, sufrió una fuerte e inopinada (sic) provocando daños en los 
bajos, ruedas y dirección del vehículo (…)”. 
 

Solicitan ser indemnizados con 358,71 euros, cantidad que se 
corresponde con el informe pericial y con el importe de la factura de reparación 
del vehículo, que adjuntan a su escrito. 
 

Acompañan igualmente el parte de intervención de la Policía Local de 
xxxx, la cual, definiendo al vehículo de los interesados como “vehículo 1”, 
manifiesta: 
 

 “El vehículo 1 al pasar por la intersección de las calles xxxx con la 
calle xxxx recientemente reformada con la realización de dos rebajes en la 
calzada colocados uno anterior y otro posterior a la intersección con la calle, al 
parecer rompió el cárter (…) al pasar por dichos rebajes derramando el aceite 
(…). No habiendo a esa hora ningún tipo de señalización vertical ni horizontal ni 
de balizamiento que determinara la circunstancia badenizada (sic). 
 

 »(…) El vehículo 2 en el mismo badén anteriormente citado golpeó 
con el paragolpes delantero en la calzada produciendo desprendimientos en el 
mismo (…). Hechos que fueron observados por los agentes (…) al estar 
interviniendo en el anterior suceso”. 
 

Segundo.- Por Decreto de Alcaldía de 23 de noviembre de 2004, 
notificado a la parte reclamante el 26 de noviembre, se acuerda conceder a los 
reclamantes un plazo para subsanar su solicitud, en el sentido de aclarar la 
discrepancia existente en la matrícula correspondiente a su vehículo. Se 
advierte, por otro lado, del hecho de que la empresa xxxx, S.A. estaba 
ejecutando las obras de peatonalización que afectaban al tramo donde se 
produjo el accidente, por lo que, tal como manifiesta la propia resolución, “el 
Ayuntamiento se limitará a pronunciarse únicamente sobre a cual de las partes 
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contratantes –ayuntamiento o contratista– corresponde la responsabilidad de 
los daños”. 
 

El 29 de noviembre de 2004, los interesados presentan un escrito 
dirigido a aclarar la discrepancia suscitada en torno a la matrícula del vehículo 
accidentado, aportando al efecto la documentación identificativa de éste. 
 

Tercero.- Por Decreto de Alcaldía de 24 de enero de 2005, se resuelve 
admitir a trámite la reclamación formulada y nombrar Instructor del expediente, 
que resuelve el 25 de enero admitir la prueba documental presentada por los 
interesados. 
 

Cuarto.- Obra en el expediente un informe del ingeniero técnico de 
obras públicas del Ayuntamiento, de 9 de marzo de 2005, que expone: 
 

 “(…). Cuando se terminaron de construir los dos badenes y se 
consideró que estaba listo para el paso de vehículos, se abrió la calle, 
independientemente de que el resto de la obra estuviera sin terminar, y por lo 
tanto sin recepcionar la obra. 
 

 »La obra se ha ejecutado de acuerdo con las órdenes recibidas de 
la Dirección de la Obra. 
 

 »Considero que a velocidades lógicas de circulación de ciudad no 
existen problemas para la seguridad de los vehículos. No obstante, cabría la 
posibilidad de tener que señalizarlos más o incluso colocar unos semáforos, 
para lo que se dejó infraestructura en las aceras”. 
 

El 31 de marzo de 2005 emite un nuevo informe, en el que manifiesta 
que “la señalización, tanto vertical como horizontal, en esta ciudad, está a 
cargo de la Policía Local”. 
 

Quinto.- Figura en el expediente el informe técnico de los policías 
locales que intervinieron en el siniestro, de fecha 24 de junio de 2005, en el 
que responden afirmativamente a la pregunta de si es probable la existencia del 
accidente respetando la velocidad legal “debido a que el tramo de la 
mencionada zona había sido reformada para realizar zona peatonal con la 
realización de dos rebajes en la calzada, uno anterior y otro posterior (…)”. 
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Indican además que “no había ningún tipo de señalización vertical, 
horizontal ni de balizamiento (…)” y en relación a la velocidad a la que circulaba 
el vehículo que “no se puede descifrar, por no haber ninguna huella con la que 
se pueda determinar”. 
 

Sexto.- El Inspector de la Policía Local de xxxx emite un informe pericial 
el 12 de julio de 2005 sobre los hechos acontecidos, en el que sostiene lo 
siguiente: 
 

 “El badén por sí mismo llama la atención en la conducción, lo que 
debe prever cierta prudencia y diligencia en la conducción de vehículos, no 
representando en modo alguno un obstáculo para la Seguridad Vial. 
 

 »(…) de haberse dado unas deficientes condiciones de seguridad 
vial, por el mal estado de la calzada, los Agentes actuantes en el siniestro, (…), 
hubieran adoptado las medidas previstas en el artículo 139 del RGC «(…) 
señalización de carácter circunstancial (…)». 
 

 »En cuanto a la carencia de señalización, es el mismo badén con 
su propia configuración el que señala un cambio de niveles en el firme. 
 

 »(…) el estado del firme en el momento de ocurrencia es el mismo 
que a fecha actual, habiendo realizado un estudio de la entrada de un vehículo 
tipo turismo al paso por el paso elevado, advirtiendo que se dan márgenes de 
seguridad suficiente (…). 
 

 »(…) puede darse la hipótesis de que el vehículo circulase a 
velocidad excesiva (…). 
 

» No se da la existencia de una relación causa efecto del estado 
de la vía para determinar que ésta sea la causa del siniestro que sufrió el 
vehículo”. 
 

Acompaña al informe un anexo fotográfico del estado del paso elevado y 
de las condiciones de seguridad vial que encuentra un vehículo tipo turismo a 
su paso. 
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Séptimo.- El día 16 de febrero de 2006, concluida la instrucción del 
expediente, se da audiencia del mismo a los interesados, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 11 del Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, a efectos de que formule las 
alegaciones y presente los documentos y justificaciones que estime oportunos. 
 

El 28 de febrero de 2006 Dña. zzzz presenta un escrito en el que formula 
las siguientes alegaciones: 
 

 “1º.- que el día 30/05/04 circulaba con su vehículo de forma 
diligente (…). 
 

 »2º.- (…). No puede entenderse que el propio badén constituya 
una señalización adecuada (…) el siniestro ocurre de noche (…), queda probado 
que no es suficiente, puesto que no advierte con antelación de su existencia en 
condiciones adversas y no permite disminuir la velocidad a tiempo. 
 

 »3º.- Que en el propio atestado presentado se indica que existe 
otro vehículo perjudicado por este mismo motivo (…)”. 
 

Octavo.- El 4 de abril de 2006 se elabora la correspondiente propuesta 
de resolución, en el sentido de que procede estimar la reclamación formulada. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 5



 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
León, en virtud de lo dispuesto en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 142.2 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Ello sin perjuicio de la posible delegación de 
la competencia para resolver en otro órgano. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
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b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios, formulada contra el Ayuntamiento de xxxx por D. xxxx y Dña. zzzz, 
debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

Los interesados han ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, esto es, antes de transcurrir un año desde la fecha del 
hecho causante. 
 

6ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, comprobadas la 
realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la reclamante –consideremos 
como tal a Dña. zzzz, al ser la propietaria del vehículo siniestrado– y la 
regularidad formal de su petición, la cuestión se centra en determinar si el 
expresado daño ha sido o no consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal del servicio público, presupuesto indispensable para el nacimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, conforme al artículo 139 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada. 
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En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, reproducido, prácticamente de manera 
literal, por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre. 
 

Por su parte, es preciso poner en relación el artículo 85 de la citada Ley 
7/1985, de 2 de abril, que declara que son servicios públicos locales cuantos 
tiendan a la consecución de los fines señalados como de la competencia de las 
entidades locales, con el artículo 25.2.b) de dicha norma, que declara que el 
municipio ejercerá en todo caso competencia en lo relativo a ordenación del 
tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas. 
 

En el presente supuesto, resulta acreditado que los daños materiales se 
producen en una vía pública, donde resulta obvia la competencia municipal 
para vigilar que sus condiciones de uso no producirán ningún daño a los 
ciudadanos que no tienen el deber de soportar. Y eso es lo que ocurre en el 
presente caso, donde el circular con un vehículo por una vía urbana no significa 
asumir el riesgo de sufrir daños por su mala conservación o deficiente 
señalización, debiendo extremar el Ayuntamiento las medidas de vigilancia y 
seguridad que eviten daños a los vehículos y ciudadanos. 
 

Los artículos 7 y 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a 
Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, atribuyen a los municipios competencias 
sobre la ordenación y el control del tráfico en las vías urbanas de su titularidad, 
así como su vigilancia por medio de agentes propios, siendo responsabilidad del 
titular de la vía el mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. 
 

Por lo tanto, el titulo de imputación viene dado por la titularidad 
administrativa del servicio o actividad en cuyo ámbito se produjo el daño, 
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siendo imputable al Ayuntamiento demandado por ser el responsable de la 
ordenación y control del tráfico en las vías urbanas de su titularidad, tal como 
se ha indicado. 
 

Consecuentemente, la controversia se centra en determinar si cabe o no 
establecer un nexo causal idóneo, entre la actuación –u omisión en este caso– 
municipal y los daños patrimoniales causados al reclamante. 
 

La norma aplicable que rige en el caso que nos ocupa, dada la fecha de 
producción de los hechos, es el Reglamento General de Circulación aprobado 
por Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, que prevé expresamente en 
su artículo 131 que la señalización se halla destinada a los usuarios de la vía y 
tiene por misión “advertir e informar a éstos u ordenar o reglamentar su 
comportamiento con la necesaria antelación de determinadas circunstancias de 
la vía o de la circulación”. 
 

En concreto, en relación con la existencia de badenes en las vías, se 
considera en el propio reglamento como un peligro que ha de ser advertido 
mediante la oportuna señalización, cuya nomenclatura se recoge en el artículo 
149.5 del citado reglamento –P-15 b–. 
 

Poniendo en relación esta obligación legal con los datos que figuran en el 
expediente, en concreto con lo manifestado en el parte de intervención de la 
Policía Local de 30 de mayo de 2004, que constata lo ocurrido y la ausencia de 
todo tipo de señalización a través de la inspección ocular practicada, hemos de 
concluir que concurre en el expediente examinado el preciso nexo causal entre 
el funcionamiento del servicio público y los daños causados en el vehículo de la 
reclamante. El badén, por sus peculiares características de resalte del asfalto, 
precisaba ser advertido mediante la oportuna señalización, exigencia que se 
confirma por el hecho de que, tal como demuestra dicho parte de intervención, 
lo ocurrido al vehículo de la reclamante no es un evento aislado, puesto que, en 
el mismo momento en el que la fuerza actuante está interviniendo en el 
reseñado accidente, se produce otro de similares características en el mismo 
lugar. 
 

Tal como recoge la propuesta de resolución remitida a este Consejo, el 
hecho de que el badén formara parte de las obras de peatonalización que se 
hallaban en fase de ejecución por la empresa xxxx, S.A., no exime al 
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Ayuntamiento de su obligación de responder, dado que la decisión de abrir la 
calle para el paso de vehículos, aun cuando la obra estuviera sin terminar, 
obedeció siempre a “órdenes recibidas de la Dirección de la obra”, tal como 
manifiesta el ingeniero técnico de obras públicas en su informe de 9 de marzo 
de 2005. La responsabilidad no ha de recaer en la empresa contratista, en 
virtud de lo establecido en el artículo 97 del texto refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, que imputa a la Administración la obligación 
de responder cuando, en la ejecución de un contrato, se causen daños a 
terceros “como consecuencia inmediata y directa de una orden de la 
Administración”. 
 

7ª.- En cuanto al importe de la indemnización a conceder a los 
interesados, este Consejo considera que ha de estarse a lo acreditado por las 
partes sobre este particular, que se concreta en el informe pericial y en la 
factura aportados con el escrito inicial de reclamación –358,71 euros–. Dicha 
cantidad deberá actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de 
responsabilidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxx y Dña. zzzz debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado 
de la calzada. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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